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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – VEINTISIETE (27) DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0017 (2023-0086-01 S.I.) 
ACCIONANTE: OSWALDO JOSE MERCADO PERTUZ 
ACCIONADO: CM LOGISTICS S.A.S, VD EL MUNDO A SUS PIES S.A, GZINCO S.A.S Y OTROS 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 6 de febrero de 2023 por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por OSWALDO JOSE MERCADO 

PERTUZ en contra de CM LOGISTICS S.A.S, VD EL MUNDO A SUS PIES S.A, GZINCO 
S.A.S Y OTROS, por la presunta violación de sus derechos fundamentales al 
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA, AL MINIMO VITAL, A LA SEGURIDAD SOCIAL, 
A LA SALUD, A LA VIDA, A LA DIGNIDAD HUMANA, A LA IGUALDAD, AL DEBIDO 
PROCESO, AL DERECHO DE PETICION con fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

 
 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
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DE LA ACTUACIÓN 

 
La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD a través de auto adiado 26 de enero de 2023, ordenándose oficiar a la 
accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela, 
vinculando además a SERO SERVICIOS OCASIONES, al MINISTERIO DEL TRABAJO- 
REGIONAL NORTE, a EPS SURA, CLÍNICA DEL DOLOR- CLINICA SAN MARTIN 
BARRANQUILLA LTDA, la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. 
Informes que fueron allegados al plenario y sustentado en los siguientes términos:  

 
Informes allegados en los siguientes términos: 
 
INFORME CLINICA SAN MARTIN BRRANQUILLA LTDA 
ALFONSO AGUIRRE ACUÑA, en calidad de apoderado, manifestó: 
 

 
 

INFORME JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DEL ATLANTICO  
HAROLDO RODRIGUEZ ROMERO, en calidad de Director Administrativo y Financiero, 
manifestó: 
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INFORME SERO SAS SERVICIOS OCASIONALES 
ADOLFO MARCHENA GULLOSO, en calidad de apoderado, manifestó: 
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INFORME DEL MINISTERIO DEL TRABAJO 
EDGARDO GOMEZ MANGA,  en calidad de Asesor de la Dirección Territorial del 
Atlántico, manifestó: 

 

 
 

INFORME SURA EPS 
NAZLY YAMILE MANJARREZ PABA, en calidad de Representante Legal Judicial, 
manifestó: 
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INFORME VD EL MUNDO A SUS PIES S.A.S. EN LIQUIDACIÓN JUDICIAL 
BIVIANA DEL PILAR TORRES CASTAÑEDA, en calidad de Liquidadora de la Sociedad, 
manifestó: 

 

 

 
 
INFORME GM LOGISTICS SAS 
NATALIA BARRIOS ALVARADO, en calidad de Gerente de Talento humano, manifestó: 
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ADICION TUTELA 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 

 
El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, mediante providencia del 6 
de febrero de 2023, resolvió declarar improcedente la acción de tutela atendiendo a que la 
misma no cumple el requisito de subsidiariedad, aunado a que no se acredito que el actor 
se encontrara ante la comisión de un perjuicio irremediable. 
  

DE LA IMPUGNACIÓN 
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Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado, atendiendo lo siguiente: 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar si: 
 
¿ Es procedente la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales invocados 
por OSWALDO JOSE MERCADO PERTUZ,  presuntamente vulnerados por CM 

LOGISTICS S.A.S, VD EL MUNDO A SUS PIES S.A, GZINCO S.A.S Y OTROS, con ocasión de 
la terminación del contrato de trabajo cuando considera que goza de estabilidad laboral 
reforzada por su condición de salud? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídicos- fácticos para revocar el fallo impugnado? 

   
FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
El marco constitucional está conformado por el artículo 13, 29, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política, sus decretos reglamentarios 2591 de 1991, sentencias T-1090/07, 
T-786-10 T-643/14 , T-138/14, T-723/14, T-643/14, T- 245-15, T- 144-  2016, SU- 047-
2017 y sentencia T- 151-2017 entre muchas otras.  
 

CONSIDERACIONES 
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 
protección. La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como 
un mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en 
los cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para protegerlos. 
 
A continuación, se exponen brevemente los derechos fundamentales cuya protección 
invoca el accionante. 
 
 
DERECHO  AL  DEBIDO  PROCESO: Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  
Política con  carácter fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  
estrecho vínculo  con  el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  
autoridades judiciales, sino también en adelante las administrativas en la definición de los 
derechos de los individuos.  
El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley 
impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también 
el  respeto  a  las  formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  
general contenidas  en  los  principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  
las  calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  
jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  
debido  proceso,  en  un  proceso  administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que 
tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  sustantivo,  es  decir,  cuando  se  
encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto;(ii) presente un 
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flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  probatorio  en  
que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 
inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  
cuando  el fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  
que se trate; y,(iv)  presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  
juez  se desvía  por  completo  del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a 
determinadas cuestiones” 
 
En procura de asegurar la integridad de la Carta, la Corte Constitucional ha comprendido 
que  el  ejercicio  del  derecho  de  acceso  a  la  administración  de  justicia  está  
supeditado  al cumplimiento de determinadas cargas y deberes.  La  Corte  Constitucional,  
ha  señalado  que  la  tutela  contra  los  actos  proferidos  por  las autoridades  en  
desarrollo  de  los  procesos  policivos  debe  reunir  los  requisitos  formales dela  tutela  
contra  sentencias.   
 
Al  respecto,  la  Corte,  al  decidir  acerca  de  la  procedencia formal  contra  una  
decisión  adoptada  en  un  proceso  policivo  sistematizó  los  requisitos presentados por 
la Corte de la siguiente manera: “En  primer  lugar,  la  acción  de  tutela  debe  cumplir  
con  unos  requisitos  de procedibilidad  que  le  permitan  al  juez  evaluar el  fondo  del  
asunto.  Para establecer  si  están  dadas  esas  condiciones,  debe  preguntarse,  si:  (i)  
la problemática tiene relevancia constitucional; (ii) si han sido agotados todos los recursos 
o medios -ordinarios o extraordinarios-de defensa de los derechos, a menos que se trate 
de impedir un perjuicio irremediable o que los recursos sean ineficaces en las 
circunstancias particulares del peticionario;(iii) si se cumple el requisito de la inmediatez 
(es decir, si se solicita el amparo pasado un  tiempo  razonable  desde  el  hecho  que  
originó  la  violación);(iv)  si  se  trata de  irregularidades  procesales,  que  ellas  hubieran  
tenido  incidencia  en  la decisión que se impugna, salvo que de suyo se atente 
gravemente contra los derechos fundamentales; (v) si el actor identifica debidamente los 
hechos que originaron la violación, así como los derechos vulnerados y si -de haber sido 
posible-lo mencionó oportunamente en las instancias del proceso ordinario o contencioso; 
(vi) si la sentencia impugnada no es de tutela.” 
 
En ese sentido, dentro de los eventos susceptibles de amparo constitucional en lo que  a 
decisiones de órganos jurisdiccionales se refiere, encontramos lo que la jurisprudencia ha 
llamado “Defecto Orgánico” el cual, en palabras de la Honorable Corte Constitucional, se 
refiere  a: “aquellos eventos en los que el funcionario que profiere determinada  decisión, 
carece de manera absoluta de la competencia para hacerlo”.  
 
En tales eventos, manifestó la referida Corte en sentencia T-267-2013, la tutela resulta 
procedente para salvaguardar el  derecho  fundamental  al  debido  proceso.   
Por  otra  parte,  la  Corte  reseñó  en  la  misma providencia que nos encontramos frente 
a tal circunstancia siempre que (I) “la autoridad judicial extralimita de forma manifiesta el 
ámbito de las competencias otorgadas tanto por la Carta Política como por la ley” o (ii) 
“cuando los jueces a pesar de contar conciertas atribuciones para realizar determinada 
conducta, lo hace por fuera del término consagrado para ello. 
Por lo anterior, cuando un operador judicial desconoce los límites temporales y 
funcionales de la competencia, configura un defecto orgánico y en consecuencia vulnera 
el derecho fundamental al debido proceso”. Así mismo, también ha planteado la Corte que 
la tutela procede contra decisiones jurisdiccionales cuando se ha configurado un “Defecto 
Procedimental” en trámite del proceso. Frente a esto, a través de sentencia T-781/2011 
de dicha corporación, se señaló que el defecto procedimental se configura siempre que “el 
funcionario se aparte de manera evidente y grotesca de las normas procesales aplicables. 
Al desconocer completamente el procedimiento determinado por la ley, el juez termina 
produciendo un fallo arbitrario que vulnera derechos fundamentales. También se ha 
admitido que, en forma excepcional, éste puede configurarse debido a un exceso ritual 
manifiesto, a consecuencia del cual el operador judicial resta o anula la efectividad de los 
derechos fundamentales por motivos excesivamente formales”. 
 
 
MINIMO VITAL El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte como "la porción 
de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus 
necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los 
servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya 
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titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor 
fundante del ordenamiento jurídico constitucional". 
 
TRABAJO La interpretación constitucional recae  sobre un objeto de mayor complejidad el 
derecho al trabajo como uno de los  valores esenciales de nuestra organización política, 
fundamento del Estado  social de derecho, reconocido como derecho fundamental que 
debe ser protegido en  todas sus modalidades y asegurar el derecho de toda persona al 
desempeño en  condiciones dignas y justas, así como los principios mínimos 
fundamentales a  los que debe sujetarse el legislador en su desarrollo y la obligación del  
Estado del desarrollo de políticas de empleo hacen del derecho al trabajo un  derecho de 
central importancia para el respeto de la condición humana y  cumplimiento del fin de las 
instituciones. La interpretación que surge de la  dimensión constitucional descrita no 
persigue la solución de un conflicto o  diferencia entre el trabajador y el empresario para 
hallar la solución correcta  sino pretende, la definición de campos de posibilidades para 
resolver  controversias entre derechos o principios fundamentales. La protección del  
derecho al trabajo desde la interpretación constitucional tiene el propósito de  optimizar un 
mandato en las más altas condiciones de racionalidad y  proporcionalidad sin convertirlo 
en el derecho frente al cual los demás deben  ceder. 
 
VIDA DIGNA En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en 
cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía 
de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue 
de sus facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que 
impida el desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete 
el derecho consagrado en el artículo 11 de la Constitución. Así, no solamente aquellas 
actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona como tal, o que la 
ponen en peligro de desaparecer son contrarias a la referida  disposición superior, sino 
también todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la 
vida de la persona, entendida como el derecho a un existencia digna. También quebranta 
esta garantía constitucional el someter a un individuo a un estado fuera de lo normal con 
respecto a los demás, cuando puede ser como ellos y la consecución de ese estado se 
encuentra en manos de otros; con más veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, 
principal obligado a establecer condiciones de bienestar para sus asociados. 
 
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA La estabilidad laboral reforzada no es ni se 
puede convertir en una petrificación laboral absoluta. Precisamente, este es el motivo por 
el cual existe el procedimiento de autorización de despido ante el Ministerio del Trabajo. 
Es un equilibrio entre el uso que pueden hacer los empleadores de su facultad para 
despedir, y la garantía que un inspector del trabajo brinda a los derechos de los 
trabajadores para evitar que se tomen decisiones arbitrarias irrazonables o 
desproporcionadas. La estabilidad laboral reforzada no elimina la facultad de terminar la 
relación laboral, sino que obliga a que se use a la luz de la Constitución. 
Existe desconocimiento de los fundamentos constitucionales y, especialmente, de los 
principios de igualdad y solidaridad cuando se evidencia un trato diferente o 
discriminatorio a las personas en condición de debilidad manifiesta por la afectación a su 
salud y sus capacidades, con independencia de la relación laboral acordada entre las 
partes. 
 

 
CASO CONCRETO 

 
En el sub examine, el conflicto jurídico se contrae a determinar si existe vulneración de los 
derechos fundamentales invocados por OSWALDO JOSE MERCADO PERTUZ, 
presuntamente vulnerados por CM LOGISTICS S.A.S, VD EL MUNDO A SUS PIES S.A, 
GZINCO S.A.S Y OTROS, con ocasión de lo acontecido con su contrato de trabajo. 
 
Asegura el actor que desde 1989 suscribió contrato de trabajo con VD EL MUNDO A SUS 
PIES S.A.S (NOMBRE COMERCIAL SPRING STEP), que desde esa fecha hasta 2005 
hubo modificaciones de cargo, traslado de ciudad, renuncia, nuevo contrato con otra 
razón social, entre otros. 
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Que a partir de 2008 presentó dolores a nivel lumbar por lo que inicio consultas medicas 
con su EPS COOMEVA posteriormente SURA EPS, relaciona además los diferentes 
diagnósticos, tratamientos y recomendaciones ordenadas por su médico tratante. Además 
solicitó valoración de la perdida de capacidad laboral ante su EPS, resultado que fue 
recurrido por el actor y que posteriormente, ante la Junta Regional también presentó 
recurso por encontrarse inconforme en que el origen de su patología fuera común y no 
laboral.  
Además que fue victima de acoso laboral y persecución por cuanto se vio en la necesidad 
de renunciar al cargo, posteriormente fue vinculado a través de contrato obra laboral con 
una temporal que es SERO SERVICIOS OCASIONALES, a la que también renuncio por 
que el representante legal le dijo que firmaría nuevamente con el empleador inicial. El 09 
de noviembre del 2022 firmó contrato de trabajo a término indefinido con nueva razón 
social de VD EL MUNDO A SUS PIES S.A, CM LOGISTICS S.A.S. 
 
Finalmente, el 13 de enero de enero de 2023 le fue terminado su contrato de trabajo a 
termino indefinido. Con todo lo señalado anteriormente, considera el accionante le son 
vulnerados sus derechos fundamentales ya que no se está teniendo en cuenta su 
condición de salud. Por lo que pretende con esta acción constitucional que se amparen 
sus derechos y se ordene entre otros su reintegro. 
 
Las accionadas en sus informes coinciden en afirmar que no han vulnerado los derechos 
que invoca el actor. 
 
El A quo en fallo de primera instancia consideró que la acción de tutela era improcedente 
por cuanto la misma no cumple el requisito de subsidiariedad. 
 
Ahora bien, considera esta agencia judicial que no puede este mecanismo constitucional 

ser utilizado como medio judicial alternativo, adicional o complementario de los ya 

establecidos por la ley para la defensa de los derechos alegados por el actor, aunado al 

hecho de que se escapa de la competencia del juez de tutela dentro de un trámite breve 

como este, ordenar un reintegro laboral lo cual es la pretensión del actor, por cuanto tal 

conflicto debe ser dirimido ante la justicia ordinaria laboral, donde hay términos mas 

amplios y razonables para debatir el aspecto de la demostración del estado de salud del 

accionante y si las renuncias realizadas fueron o no coaccionadas por su empleador.  

Considera este fallador, que dadas las particularidades del caso corresponde a la justicia 

ordinaria dilucidar el asunto puesto a consideración, toda vez que no puede ser 

desplazada la competencia del juez natural por el Juez constitucional, máxime cuando se 

trata de una controversia derivada de contrato de trabajo y sobre aspectos que ameritan 

ser debatidos en un escenario mas amplio y bajo la dirección del juez competente para 

dirimir el mismo. 

Así las cosas, en el sub examine se evidencia que el  debate relativo a las pretensiones 

del actor son ajenos a la finalidad de la acción de tutela. La naturaleza de la tutela como 

mecanismo subsidiario exige que se adelanten las acciones judiciales o administrativas 

alternativas y que, por lo tanto, no se pretenda instituir a la acción de tutela como el medio 

principal e idóneo. La Corte Constitucional ha determinado que no es una elección del 

accionante acudir al mecanismo previsto por el ordenamiento jurídico o interponer la 

acción de tutela, si así lo prefiere, pues, de ser así, la acción de tutela respondería a un 

carácter opcional y no subsidiario como el que le es propio.  

Así las cosas resulta procedente confirmar el fallo proferido en primera instancia por el 

JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, el 6 de febrero de 2023, dentro 

de la acción de tutela incoada por OSWALDO JOSE MERCADO PERTUZ  en contra de 

UNICILINDROS DEL CARIBE SAS de conformidad con lo aquí expuesto. 

 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 



 
 

 
 
 

 

Página 31 de 31 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 30 de noviembre de 

2022 por el JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MULTIPLES DE SOELDAD dentro de la solicitud de amparo instaurada por JUAN 

CARLOS RODRIGUEZ CHICA en contra de CM LOGISTICS S.A.S, VD EL MUNDO A 

SUS PIES S.A, GZINCO S.A.S Y OTROS, de conformidad con lo expuesto en la parte 

motiva de este proveído.  

SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 

de la Ciudad y al juez a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: Remítase el expediente a la Honorable corte constitucional para su eventual 

revisión, según lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 


